
 

 

Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria 

  Opiniones aprobadas por el Grupo de Trabajo 
sobre la Detención Arbitraria en su 102º período 
de sesiones, 1 a 10 de abril de 2025 

  Opinión núm. 13/2025, relativa a 37 habitantes de Annobón 

(Guinea Ecuatorial) 

1. El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria fue establecido en virtud de la 

resolución 1991/42 de la Comisión de Derechos Humanos. En su resolución 1997/50, la 

Comisión prorrogó y aclaró el mandato del Grupo de Trabajo. Con arreglo a lo dispuesto en 

la resolución 60/251 de la Asamblea General y en la decisión 1/102 del Consejo de Derechos 

Humanos, el Consejo asumió el mandato de la Comisión. La última vez que el Consejo 

prorrogó el mandato del Grupo de Trabajo por tres años fue en su resolución 51/8. 

2. De conformidad con sus métodos de trabajo1, el Grupo de Trabajo transmitió el 16 de 

diciembre de 2024 al Gobierno de Guinea Ecuatorial una comunicación relativa a 

37 individuos procedentes de Annobón. El Gobierno de Guinea Ecuatorial respondió a la 

comunicación el 13 de marzo de 2025. El Estado es parte en el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos. 

3. El Grupo de Trabajo considera arbitraria la privación de libertad en los casos 

siguientes: 

 a) Cuando es manifiestamente imposible invocar fundamento jurídico alguno que 

la justifique (como el mantenimiento en reclusión de una persona tras haber cumplido su 

condena o a pesar de una ley de amnistía que le sea aplicable) (categoría I); 

 b) Cuando la privación de libertad resulta del ejercicio de los derechos o 

libertades garantizados por los artículos 7, 13, 14, 18, 19, 20 y 21 de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos y, respecto de los Estados partes, por los artículos 12, 18, 19, 21, 22, 

25, 26 y 27 del Pacto (categoría II); 

 c) Cuando la inobservancia, total o parcial, de las normas internacionales 

relativas al derecho a un juicio imparcial, establecidas en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y en los instrumentos internacionales pertinentes aceptados por los 

Estados interesados, es de una gravedad tal que confiere a la privación de libertad carácter 

arbitrario (categoría III); 

 d) Cuando los solicitantes de asilo, inmigrantes o refugiados son objeto de 

detención administrativa prolongada sin posibilidad de examen o recurso administrativo o 

judicial (categoría IV); 

 e) Cuando la privación de libertad constituye una vulneración del derecho 

internacional por tratarse de discriminación por motivos de nacimiento, origen nacional, 
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étnico o social, idioma, religión, condición económica, opinión política o de otra índole, 

género, orientación sexual, discapacidad u otra condición, que lleva o puede llevar a ignorar 

el principio de igualdad de los seres humanos (categoría V). 

 1. Información recibida 

 a) Comunicación de la fuente 

4. La comunicación se refiere a los siguientes 37 individuos. Todos ellos son 

annoboneses. 

 a) Sergio Mena Pueyo, nacido el 9 de septiembre de 1985; 

 b) Darío Malest Laurel, nacido el 1 de enero de 1970; 

 c) Enrique Malest Laurel, nacido el 9 de enero de 1955; 

 d) Norberto Piño Orense, nacido el 11 de febrero de 1972; 

 e) Diógenes (Saolin) Nena Malest, nacido el 3 de agosto de 1993; 

 f) Sergio Liso Sisa, nacido el 13 de septiembre de 1965; 

 g) Roberto Andreu Mejía, nacido el 15 de junio de 1953; 

 h) Elvira Majeda Estrada, nacida el 29 de octubre de 1964; 

 i) Víctor Bestué Marquez, nacido el 2 de noviembre de 1958; 

 j) Reginaldo Llorente Yaye, nacido el 27 de agosto de 1957; 

 k) Marcos Pidal Codina, nacido el 21 de mayo de 1956; 

 l) Brígida Teruel Mandra, nacida el 12 de enero de 1971; 

 m) Leonardo Zamora Mum, nacido el 6 de abril de 1965; 

 n) Eloy Domingo Castaño, nacido el 1 de septiembre de 1951; 

 o) Gabino Sabadel Mum, nacido el 17 de septiembre 1953; 

 p) Ricardo Trillo Mol, nacido el 11 de noviembre de 1954; 

 q) Gumersindo Nach Rosario; 

 r) Vladimir Bestué Trillo, nacido el 3 de octubre de 1995; 

 s) Daniel Castellón Alicante, nacido el 29 de septiembre de 1974; 

 t) Marcelino Ronda Pueyo, nacido el 27 de marzo de 1986; 

 u) Leonardo Malest Laurel, nacido el 10 de enero de 1970; 

 v) Evaristo Yaye Mabanja, nacido el 17 de mayo de 1953; 

 w) Francisco Ballovera Estrada, nacido el 17 de agosto de 1980; 

 x) Santiago Campañet Segorbe, nacido el 19 de octubre de 1968; 

 y) Cipriano Panadés García, nacido el 3 de noviembre de 1970; 

 z) Fabián Garriga Mum, nacido el 19 de mayo de 1975; 

 aa) Wenceslao (Yábala) Teruel Simpampa, nacido el 28 de octubre de 1981; 

 bb) Ceferino Cartagena Tomé, nacido el 17 de septiembre de 1983; 

 cc) Dimas Montero Murcia, nacido el 19 de agosto de 1982; 

 dd) Estrella Alfaro Aracil, nacida el 19 de julio de 1974; 

 ee) Luis María Montero Santander, nacido el 8 de mayo de 1991; 

 ff) Basilio Salas Marquéz, nacido el 15 de junio de 1984; 

 gg) Guillermina Estrada Ballovera, nacida el 1 de noviembre de 1979; 
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 hh) Bienvenido Ballovera Mum, nacido el 2 de mayo de 1979; 

 ii) José Antonio Merimo Castaño, nacido el 3 de septiembre de 1970; 

 jj) Diosdado Ballovera Mum, nacido el 27 de noviembre de 1971; 

 kk) Alejandro Sagunto Pole, nacido el 13 de noviembre de 1949. 

 i) Contexto 

5. La fuente informa que la isla de Annobón, a 670 km de Malabo, mantiene 

características étnicas, lingüísticas y culturales diferentes al resto de Guinea Ecuatorial. 

Desde la independencia del país en 1968, Annobón fue incorporada al nuevo Estado sin 

autonomía ni autogobierno, y sus habitantes han denunciado reiteradamente graves 

violaciones de derechos por parte de las autoridades nacionales. 

6. Annobón ha sido utilizada como vertedero internacional de residuos. Esto se debe a 

que el Gobierno habría suscrito numerosos acuerdos con países extranjeros para que lleven 

sus residuos, incluyendo residuos radioactivos, a Annobón2. 

7. Según la fuente, son reiterados los informes de las Naciones Unidas en los que se 

constatan múltiples y sistemáticas vulneraciones de derechos humanos en el país3. Existe, 

según la fuente, una violación arbitraria y desproporcionada de los derechos de la oposición 

política en el país, incluyendo detenciones arbitrarias y tortura. 

8. Los habitantes de Annobón han denunciado repetidamente el abandono de su territorio 

por parte de las autoridades. En su capital, San Antonio de Palé, el suministro eléctrico se 

limita a seis horas diarias y solo cubre el campamento militar y zonas aledañas. Además, el 

servicio de agua potable, prometido desde 2011 a través de un proyecto con una empresa 

privada, es escaso e irregular, y en ocasiones el agua está contaminada. 

9. Annobón cuenta con un destacamento militar permanente para asegurar el control y 

la soberanía del territorio. Estos militares, en lugar de proteger a la población, han sido 

utilizados como herramientas de represión contra el pueblo de Annobón, lo que ha generado 

numerosas denuncias por parte de los residentes locales. 

10. Los contratos de infraestructura destinados a la isla de Annobón no se ejecutan, y los 

fondos asignados suelen ser desviados en tramas de corrupción. 

11. Desde 2008, la actividad en Annobón de la empresa privada (mercantil, de capital 

mayoritariamente extranjero pero con importantes vínculos con el Gobierno de Guinea 

Ecuatorial) se intensificó, siendo la adjudicataria, por parte de Guinea Ecuatorial, de 

prácticamente la totalidad de los proyectos ejecutados en la isla, que, según la fuente, se 

encuentran sin terminar. 

12. La ejecución de estas obras llevó a la empresa privada adjudicataria, en su calidad de 

constructora, a explotar los recursos minerales de Annobón a través de la apertura de canteras 

sin ningún tipo de regulación medioambiental, cuyo principal método de extracción es la 

realización de voladuras mediante el empleo de explosivos. 

13. El 17 de julio de 2024, habitantes de Annobón redactaron y firmaron, en presencia de 

autoridades locales, un manifiesto titulado “Voz del pueblo annobonés en cuanto a la 

explosión de las dinamitas”, en el que exigían detener las explosiones y detonaciones en toda 

la isla de Annobón. Estas explosiones y detonaciones se refieren a los trabajos destinados a 

la extracción de áridos (y otros recursos minerales) que la empresa privada adjudicataria 

realiza desde 2008. Este manifiesto actualizaba una carta previa, de 9 de julio de 2024, con 

demandas similares. 

14. Las autoridades también detuvieron en Malabo y Bata a annoboneses que se habían 

manifestado pacíficamente contra las explosiones en Annobón. Estas detenciones estuvieron 

acompañadas por la militarización de Annobón, mediante el envío de un contingente militar 

desde Malabo, lo que resultó en intimidación y abusos contra la población. 

  

 2 Véase “Guinea Ecuatorial acepta almacenar residuos tóxicos”, El País, 16 de junio de 1988. 

 3 Véase, por ejemplo, A/HRC/27/13. 

https://undocs.org/es/A/HRC/27/13
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15. Las autoridades, además, suspendieron la cobertura telefónica y de Internet en 

Annobón, dejando a sus habitantes completamente aislados del resto del mundo. 

 ii) Arresto y detención 

16. A partir del 19 de julio de 2024, el Gobierno detuvo en Annobón a los firmantes del 

manifiesto y la carta previa, así como a otros residentes y familiares que habían mostrado su 

apoyo. Asimismo, las autoridades detuvieron en Malabo y Bata a otros de los 37 annoboneses 

a los que se refiere la presente opinión y que se habían manifestado de forma pacífica a favor 

de la paralización de las explosiones y detonaciones en Annobón. 

17. De acuerdo con la fuente, las autoridades del poder ejecutivo reconocieron 

abiertamente haber dado la orden de militarización de la isla y detención generalizada de los 

annoboneses vinculados a las protestas. Por ejemplo, el 24 de julio de 2024, el Vicepresidente 

declaró públicamente lo siguiente en una red social: “Los responsables de los posibles delitos 

de rebelión y sedición en Annobón responderán ante la ley por sus actos. La justicia les hará 

entender que carecen de derecho frente al Gobierno ecuatoguineano para bloquear 

actividades en pro del bien común. Por lo tanto, se seguirá utilizando la cantera para el 

cumplimiento de los proyectos de desarrollo en Annobón como en cualquier rincón de 

Guinea Ecuatorial”. 

18. En un primer momento, los 37 detenidos annoboneses fueron ingresados en centros 

de detención en Annobón e instalaciones de la gendarmería en Malabo. Estuvieron detenidos 

en estas dependencias sin ser puestos a disposición judicial y sin recibir la debida asistencia 

de abogado hasta el 12 de agosto de 2024. 

19. El 22 de julio de 2024, los familiares de los detenidos designaron un abogado. Sin 

embargo, este abogado fue impedido en varias ocasiones de entrar en contacto con los 

detenidos y fue posteriormente suspendido de sus funciones por el Ilustre Colegio de 

Abogados de Guinea Ecuatorial. 

20. El abogado interpuso dos solicitudes de habeas corpus: la primera el 29 de julio de 

2024 y la segunda el 31 de julio de 2024. 

21. La fuente observa que, aunque las leyes internas exigen que el habeas corpus sea 

resuelto en un plazo de 36 horas desde que se haya dictado el auto de incoación 

(Ley núm. 18/1995, art. 9), estas solicitudes no solo no fueron resueltas, sino que tampoco 

fueron transmitidas. Agrega que esto se debe al control que tiene el poder ejecutivo sobre el 

poder judicial. 

22. El 8 de agosto de 2024, cinco mujeres que habían sido detenidas por las mismas 

razones que los 37 individuos fueron puestas en libertad. Sin embargo, esta liberación se 

produjo bajo el aparente compromiso de comparecer ante la televisión pública del país 

(TVGE), dependiente del Ministerio de Información, Prensa y Cultura, y único canal en el 

país, para confesar la existencia de una sedición y una rebelión en Annobón. 

23. El 12 de agosto de 2024, los individuos detenidos en Annobón fueron trasladados a 

Malabo en un avión militar de la flota presidencial. 

24. La fuente informa que quienes fueron detenidos en Annobón fueron torturados por la 

policía mediante gomazos en las nalgas por orden del General y Gobernador de la isla. 

Algunos de ellos fueron mantenidos esposados y encadenados por horas sin agua ni comida, 

para luego ser ingresados en el avión militar el 12 de agosto de 2024 y llevados a Malabo con 

la cara tapada con capuchas y los ojos vendados. Una vez en Malabo, algunos no pudieron 

sentarse ni dormir por las heridas causadas por los gomazos. 

25. Posteriormente, en la gendarmería de Malabo se produjo un interrogatorio conjunto 

de los detenidos. Ese interrogatorio se realizó sin presencia de abogado, ya que no se le 

permitió la entrada a las dependencias y fue expulsado. 

26. Durante el interrogatorio conjunto se reportaron torturas físicas, principalmente 

durísimos golpes, escupitajos en la cara, bofetadas en los oídos y chispas en los ojos, y a 

algunos de los detenidos les rompieron sus anteojos. También se reportaron torturas 

psicológicas, como intimidación con ametralladoras por parte de uniformados con 

mascarillas. La finalidad de estas agresiones era principalmente obtener una confesión y 
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extraer información que implicara a otros habitantes de Annobón para establecer quiénes 

habían redactado el manifiesto y la carta previa. 

27. Tras el primer interrogatorio conjunto, algunos de los detenidos fueron llevados al 

despacho del director de la gendarmería para llevar a cabo interrogatorios individuales con 

aquellos que las autoridades consideraban líderes de la protesta. Posteriormente, algunos 

fueron llevados a una sala con rastros de sangre, donde los presuntos líderes debieron 

permanecer arrodillados mientras presenciaban los interrogatorios violentos y las torturas de 

los demás, que tenían lugar por turnos. 

28. Uno de los detenidos fue torturado mediante golpes en la planta de los pies tras ser 

atado mediante la “técnica del cocodrilo”, o también denominada “técnica del cochinillo”, la 

cual es ampliamente reportada en causas de tortura en el país. 

29. Durante estos interrogatorios, las preguntas se centraron en identificar a los 

annoboneses que habían participado y financiado acciones colectivas en Annobón, con las 

fuerzas de seguridad asumiendo la existencia de un documento que vinculaba estos nombres 

a una supuesta organización. 

30. Se informa que algunos de los 37 detenidos son familiares que habían ido a llevar 

comida a los detenidos en la gendarmería en Malabo y fueron posteriormente ingresados en 

la celda con los demás detenidos. 

31. Ese mismo día, el 12 de agosto de 2024, los 37 detenidos annoboneses fueron llevados 

de la gendarmería al Palacio de Justicia sin haber comido ese día. El abogado de los 

37 detenidos fue avisado solo con una hora de antelación, sin mediar tiempo para preparar la 

vista. Así, los 37 individuos comparecieron en el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Malabo. 

32. La vista duró aproximadamente cuatro horas, interrumpidas por pausas en las que la 

jueza salía de la sala y aparentemente recibía instrucciones sobre el caso. Además, los 

37 individuos no pudieron presentar alegaciones, y se impidió la entrada del abogado 

defensor, ya que la vista se celebró a puerta cerrada. 

33. En la decisión judicial, emitida mediante auto núm. 67/2024 (sumario ordinario 

núm. 44/2024) de 12 de agosto de 2024, se ordenaba la prisión provisional de los 

37 detenidos, acusándolos de los delitos de calumnias, injurias, ejercicio abusivo de derechos 

fundamentales, quebrantamiento del orden constitucional, comisión de actos que 

comprometen la paz y rebelión, entre otros. Esta decisión se tomó tras una vista conjunta, sin 

individualizar situaciones, y basándose en un exiguo auto, sin fundamentos fácticos o 

jurídicos claros. 

34. Posteriormente, los 37 detenidos annoboneses fueron ingresados en un camión 

escoltado por una caravana de vehículos militares y llevados a la cárcel de Black Beach, en 

Malabo, por orden judicial. 

35. El 14 de agosto de 2024, el abogado designado para las víctimas fue suspendido 

temporalmente del ejercicio profesional por el Colegio de Abogados de Guinea Ecuatorial. 

Esta medida abarca la suspensión para ejercer la abogacía en todo el territorio del país, la 

prohibición de “otorgar venia a otros abogados para su sustitución en actos del ejercicio 

profesional” y el precintado de su bufete. 

36. Actualmente los 37 detenidos annoboneses son asistidos por miembros de la Comisión 

Ecuatoguineana de Juristas, quienes poco a poco están pudiendo entrar en contacto con ellos. 

37. Según la fuente, no se sabe cuándo se celebrará el juicio contra los 37 detenidos 

annoboneses, que actualmente se encuentran sometidos a un sumario (fase de investigación 

penal). 

38. Se presume que los 37 individuos se encuentran en la prisión de Black Beach desde 

que fueron remitidos a este centro penitenciario mediante la decisión judicial del 12 de agosto 

de 2024. Según la fuente, esta prisión es conocida mundialmente por albergar a múltiples 

presos políticos y por las durísimas condiciones de privación de libertad, como ha sido 
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destacado en informes de los procedimientos especiales4. Se reporta que la comida 

proporcionada allí es escasa, y que los familiares de los detenidos más mayores están 

autorizados a llevarles agua los lunes, miércoles y viernes. 

39. Sin embargo, no se puede asegurar que la totalidad de los 37 detenidos se encuentren 

en la prisión de Black Beach, o que hayan sido trasladados a otros centros de detención. 

Todos ellos han tenido limitada comunicación con sus familiares, quienes temen ser 

detenidos y acusados si intentan visitarlos. Algunos no han podido ver a sus familias desde 

su arresto. 

 iii) Análisis jurídico 

 a. Categoría I 

40. La fuente manifiesta que las detenciones de los 37 annoboneses fueron dispuestas 

unilateralmente por las autoridades del poder ejecutivo, que militarizaron la isla de Annobón, 

hecho difundido en redes sociales por el Vicepresidente del país. 

41. Según la fuente, las 37 personas fueron detenidas sin respeto a la legislación interna, 

permaneciendo en instalaciones policiales, militares y de la gendarmería sin ser presentadas 

ante la justicia hasta el 12 de agosto de 2024 y sin tener acceso a habeas corpus ni a una 

asistencia adecuada. Estuvieron hasta esa fecha desprovistos de cualquier garantía para 

tutelar su situación de detención, en violación de la normativa interna del país, en particular 

del artículo 4, párrafo 1, de la Ley núm. 4/2002 y del artículo 13 de la Ley Fundamental de 

Guinea Ecuatorial (Constitución nacional). 

42. La fuente concluye que la detención de los 37 annoboneses no ha contado con una 

base jurídica en derecho interno que se ajuste igualmente al derecho internacional, ni con un 

sistema de garantías para que pudieran combatir su detención ante tribunales independientes. 

En consecuencia, la detención viola el artículo 9, párrafos 1 y 3, del Pacto, y es arbitraria 

conforme a la categoría I. 

 b. Categoría II 

43. La fuente alega que, al disponerse la militarización de Annobón y las detenciones 

masivas de annoboneses que habían firmado un manifiesto contra el uso de dinamita y 

explosivos en su isla, se cercenaron con esa detención sus derechos a la libertad de opinión 

y expresión, a la libertad de reunión y de asociación política y a la participación ciudadana y 

política, protegidos por los artículos 19, 20 y 21 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y los artículos 19, 21, 22 y 25 del Pacto. 

44. La fuente afirma que todos estos derechos fueron vulnerados con la detención 

arbitraria de los 37 annoboneses para evitar el legítimo ejercicio de su libertad de expresión, 

opinión, reunión, asociación y participación política. 

 c. Categoría III 

45. La fuente alega que la operación llevada a cabo por las autoridades, militarizando la 

isla de Annobón y deteniendo de manera generalizada a annoboneses que habían suscrito un 

manifiesto, viola el derecho de los 37 detenidos a un debido proceso, protegido por los 

artículos 9 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y los artículos 9, 10 y 14 

del Pacto. 

46. Según la fuente, los 37 detenidos annoboneses fueron sometidos a torturas y 

carecieron de asistencia legal. Las solicitudes de habeas corpus no fueron debidamente 

tramitadas. Además, destaca la relación entre la tortura y la vulneración de garantías 

judiciales en contextos de detención bajo custodia estatal. 

47. El 12 de agosto de 2024, los 37 detenidos fueron presentados colectivamente ante un 

tribunal, en audiencia a puerta cerrada, sin asistencia letrada y sin individualización de casos. 

  

 4 Véase A/HRC/7/4/Add.3. Véase también www.ohchr.org/es/press-releases/2009/10/working-group-

arbitrary-detention-concludes-visit-equatorial-guinea. 

https://undocs.org/es/A/HRC/7/4/Add.3
http://www.ohchr.org/es/press-releases/2009/10/working-group-arbitrary-detention-concludes-visit-equatorial-guinea
http://www.ohchr.org/es/press-releases/2009/10/working-group-arbitrary-detention-concludes-visit-equatorial-guinea
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Se ordenó su prisión provisional en la cárcel de Black Beach, alegándose la existencia de 

riesgo de fuga y bajo la imputación de los delitos de calumnias, injurias, ejercicio abusivo de 

derechos fundamentales, quebrantamiento del orden constitucional, comisión de actos que 

comprometen la paz y rebelión, sin acercamiento o contradicción de evidencia alguna, todo 

lo que, según la fuente, vulneró las garantías judiciales y el debido proceso conforme a la 

normativa interna. 

48. La fuente indica que no hubo un adecuado acceso a abogados, ni durante la detención 

sin control judicial ni durante la presentación ante la autoridad judicial5. 

49. Además, no se realizó un control judicial inmediato de la detención de los 

37 annoboneses, en violación del derecho interno6. 

50. Por todo lo anterior, la fuente afirma que la detención de los 37 annoboneses es 

arbitraria y se enmarca en la categoría III. 

 d. Categoría V 

51. Alega la fuente que la detención de los 37 annoboneseses arbitraria con arreglo a la 

categoría V. 

52. La fuente resalta que los annoboneses poseen características étnicas, lingüísticas y 

culturales diferentes, y que la isla, remota y alejada del territorio continental del país (a tres 

días de navegación), presenta una identidad diferenciada que es reconocida en el propio país. 

53. La fuente recuerda que el Grupo de Trabajo indicó en un caso previo que las 

detenciones derivadas del ejercicio de derechos civiles y políticos conllevan una fundada 

presunción de que la privación de libertad constituye una vulneración del derecho 

internacional en razón de una discriminación basada en opiniones políticas7. Asimismo, 

afirmó que la detención enmarcada en un clima de persecución política de aquellos que 

ejercen el derecho a participar en la dirección de asuntos públicos viola el artículo 7 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y sería arbitraria conforme a la categoría V. 

54. La fuente señala que las autoridades de Guinea Ecuatorial alegaron una “rebelión” por 

parte de los annoboneses, lo que llevó a la militarización de la isla como medida de 

excepción. Esta afirmación carece de sentido jurídico, tal como lo destacó previamente el 

Grupo de Trabajo8. 

 b) Respuesta del Gobierno 

55. El Grupo de Trabajo transmitió las alegaciones de la fuente al Gobierno el 16 de 

diciembre de 2024 y le solicitó que respondiera a más tardar el 14 de febrero de 2025. El 

Gobierno solicitó una extensión del plazo para contestar, la cual fue concedida. El Grupo de 

Trabajo recibió la respuesta del Gobierno el 13 de marzo de 2025, en el plazo establecido. 

56. El Gobierno sostiene que la comunicación de la fuente no se encuadra en ninguna de 

las cinco categorías del Grupo de Trabajo y afirma que las actuaciones se ajustaron al derecho 

internacional y a la legislación nacional, respetando el debido proceso y garantizando un 

juicio justo. Asegura que las detenciones se realizaron legalmente y con la participación de 

las autoridades del Ministerio Fiscal y del poder judicial. 

57. El Gobierno informa que el derecho procesal penal vigente se basa en la Ley 

Fundamental de Guinea Ecuatorial, en cuyo artículo 13 se establecen sus principios rectores, 

y en el Decreto-ley núm. 4/1980, que permite la aplicación subsidiaria de leyes que regían 

hasta el 12 de octubre de 1968, como la Ley núm. 3 de 1967, que modifica la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal. Adicionalmente, de conformidad con el artículo 8 de la Ley 

Fundamental, son también aplicables al proceso penal el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. 

  

 5 Opinión núm. 32/2021, párr. 43. 

 6 Ibid., párr. 41. 

 7 Opinión núm. 62/2020, párr. 74. 

 8 Opinión núm. 3/2009, párr. 30. 
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58. El Gobierno envía documentación que incluye los documentos núms. 2, 3 y 4 de 2022 

de la Fiscalía General del Estado, referentes a una denuncia contra la declaración unilateral 

de independencia por algunos habitantes de la provincia de Annobón, la apertura de 

diligencias contra tres individuos por delitos contemplados en los artículos 123, 129 y 132 

del Código Penal, relacionados con ultrajes a la República y al sentimiento nacional. 

59. Adicionalmente el Gobierno presentó el auto núm. 90/2024 de incoación de sumario 

ordinario emitido el 12 de agosto de 2024 por el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Malabo, 

mediante el que se abría el sumario contra los 37 annoboneses por los delitos de injurias, 

calumnias, ejercicio abusivo de derechos fundamentales, quebrantamiento del orden 

constitucional, rebelión y comisión de actos que comprometen la paz. También adjuntó el 

auto núm. 27/2024, mediante el que se decretaba su prisión provisional conforme al 

artículo 503 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para garantizar el orden público, la 

seguridad ciudadana, la acción de la justicia y los derechos de la parte supuestamente 

perjudicada, que evidentemente estaba en peligro. Finalmente adjuntó el auto 

núm.°001/2024, mediante el que se declaraba la pobreza de los acusados y se designaba 

asistencia gratuita para 27 de ellos. 

60. El Gobierno informa que la detención de los 37 individuos fue ordenada judicialmente 

por su presunta implicación en delitos de injurias, calumnias, rebelión, ejercicio abusivo de 

derechos fundamentales, quebrantamiento del orden constitucional y comisión de actos que 

comprometen a la paz. Resultaron imputados 37 individuos procedentes de Annobón. El 

sumario se inició mediante denuncia, conforme lo establecido en los artículos 259 a 269 de 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que regulan la obligación de denuncia de los delitos 

públicos y las actuaciones posteriores. 

61. Finalmente, el Gobierno informa que para garantizar el derecho de defensa de los 

imputados se puso a abogados de oficio a disposición de todos ellos. 

 c) Comentarios adicionales de la fuente 

62. La fuente comenta que la respuesta del Gobierno contiene alegaciones formalistas, 

citando normas internas sin refutar el fondo de las denuncias de la fuente. Afirma que la 

existencia de disposiciones garantistas en el derecho interno no implica automáticamente que 

las detenciones sean legales ni que estén exentas de arbitrariedad según el derecho 

internacional. 

63. La fuente afirma que la detención de los 37 individuos no solo constituye una 

vulneración de la normativa internacional, sino también del derecho procesal interno, como 

lo fue la no tramitación de los habeas corpus interpuestos los días 29 y 31 de julio de 2024, 

los cuales, de acuerdo con el artículo 13, párrafo 1 i), de la Ley Fundamental de Guinea 

Ecuatorial y el artículo 9 de la Ley núm. 18/1995, deben ser resueltos por el juez competente 

en un plazo de 36 horas. Adicionalmente, fueron privados de su libertad en redadas masivas 

por órdenes ejecutivas, sin existir causa penal ni orden judicial, en violación de la Ley 

Fundamental y la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que exige presentar a los detenidos ante 

un juez en las 24 horas siguientes a su detención para que este decida sobre su situación en 

un plazo de 72 horas. También se incumplió la Ley núm. 4/2002, que exige poner al detenido 

a disposición judicial si la investigación policial no concluye en 72 horas. 

64. Adicionalmente, la fuente sostiene que el Gobierno, a través de la documentación 

anexada, trata de establecer un relato falso sobre las detenciones desde el 19 de julio de 2024, 

vinculándolas de manera ficticia y de mala fe con una denuncia del Ministerio Fiscal en 2022 

contra otras personas residentes en España en el contexto de una supuesta declaración de 

independencia. Las detenciones del presente caso, sin embargo, ocurrieron dos años después 

y están relacionadas con un manifiesto ciudadano en Annobón contra las explosiones con 

dinamita. 

65. Se indica que la causa judicial contra los 37 annoboneses (sumario núm. 44/2024) no 

se abrió hasta el 12 de agosto de 2024, lo que demuestra que permanecieron detenidos durante 

25 días sin existir una causa penal. Según la fuente, el Gobierno actúa de mala fe al intentar 

justificar esas detenciones mediante una denuncia fiscal previa que no guardaba relación con 

los hechos. 
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66. Los anexos adjuntados por el Gobierno confirmarían que las detenciones fueron 

dispuestas por el poder ejecutivo y dirigidas contra personas que firmaron y entregaron el 

manifiesto a las autoridades en la isla el 17 de julio de 2024. Sin embargo, no se abrió 

procedimiento judicial alguno hasta el 12 de agosto de 2024, cuando se ordenó su prisión 

provisional. Durante ese período, los detenidos permanecieron en dependencias policiales sin 

acceso a la autoridad judicial, sin causa penal en curso, sin que se tramitaran los 

habeas corpus y sin que se respetaran los plazos legales de detención. 

67. La fuente señala que los detenidos no tuvieron asistencia jurídica desde su detención 

a partir del 19 de julio de 2024 y que solo se les asignó un abogado de oficio el 27 de agosto 

de 2024, según consta en el auto núm. 001/2024 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de 

Malabo, mediante el que también se declaraba su situación de pobreza y se pronunciaba la 

suspensión de la defensa previamente asignada. 

68. La fuente señala que el Gobierno no ha respondido a varias de sus alegaciones, 

especialmente aquellas relacionadas con la detención arbitraria, a pesar de que recae sobre 

este la carga de la prueba para refutarlas. 

 2. Deliberaciones 

69. El Grupo de Trabajo agradece a la fuente y al Gobierno por la información 

suministrada. 

70. El Grupo de Trabajo ha establecido en su jurisprudencia su manera de proceder en 

relación con las cuestiones probatorias. Si la fuente ha presentado indicios razonables de una 

vulneración de los requisitos internacionales constitutiva de detención arbitraria, debe 

entenderse que la carga de la prueba recae en el Gobierno en caso de que desee refutar las 

alegaciones9. 

 a) Categoría I 

71. La fuente sostiene que la detención fue arbitraria con arreglo a la categoría I porque 

las autoridades del poder ejecutivo dispusieron detenciones masivas, sistemáticas y 

generalizadas a partir del 19 de julio de 2024 motivadas por la redacción y firma de un 

manifiesto en el que se exigía la paralización de las explosiones y detonaciones en la isla de 

Annobón. Fueron detenidos en Annobón 18 habitantes de la isla, y posteriormente, en las 

ciudades de Malabo y Bata, fueron detenidos otros 19 por sus conexiones con los anteriores, 

a quienes se mantuvo privados de su libertad en distintas instalaciones policiales, militares y 

de gendarmería en San Antonio de Palé, Malabo y Bata, sin una orden de detención o causa 

judicial iniciada que justificara sus detenciones. 

72. Respecto a este punto, el Gobierno niega que las detenciones fueran realizadas de 

forma ilegal y afirma que fueron motivadas por una denuncia tras presenciar la perpetración 

de un delito público, de conformidad con el artículo 259 de la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, vinculando a la causa judicial iniciada en 2022 por la declaración unilateral de 

independencia del pueblo annobonés, de fecha 4 de septiembre de 2022, el manifiesto de 

denuncia núm. 21/2022, de fecha 5 de septiembre de 2022, y el escrito de la Fiscalía General 

mediante el que se designa al Fiscal titular Antidrogas de Malabo para investigar las 

denuncias sobre la declaración unilateral de independencia de 2022. 

73. En el artículo 9 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los 

principios 2 y 10 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas 

Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión se exige que los procedimientos para 

llevar a cabo la privación de libertad legalmente autorizada estén establecidos por ley y que 

los Estados partes garanticen su cumplimiento, incluso especificando cuándo se requiere una 

orden de detención10. Si no se respetan esos procedimientos, una detención es arbitraria y 

socava gravemente la capacidad de llevar a cabo una defensa jurídica adecuada. 

74. El Grupo de Trabajo ha señalado anteriormente que para que una privación de libertad 

tenga fundamento jurídico no basta con que exista una ley que autorice la detención. Las 

  

 9  A/HRC/19/57, párr. 68. 

 10 Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 35 (2014), párr. 23. 

https://undocs.org/es/A/HRC/19/57
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autoridades deben invocar ese fundamento jurídico y aplicarlo a las circunstancias del caso11. 

Esto suele hacerse mediante una orden de detención (o documento equivalente)12. 

75. El Grupo de Trabajo observa que la fuente afirma que la detención de los 

37 annoboneses se llevó a cabo luego de la firma de una declaración realizada ante 

autoridades el 17 de julio de 2024 en la que se solicitaba la paralización de las actividades de 

explotación en la isla. Ello condujo a las detenciones, tanto allí como en otros lugares de 

Guinea Ecuatorial, de simpatizantes de las protestas sociales que tenían lugar en ese momento 

en la isla. En ese sentido, el Gobierno argumenta que las detenciones se llevaron a cabo según 

la normativa legal, ya que se habían iniciado a raíz de una denuncia. Sin embargo, el Grupo 

de Trabajo observa que la denuncia se relaciona con hechos ocurridos durante el año 2022, 

los cuales no tienen relación con lo sucedido desde el 19 de julio de 2024 ni con las personas 

investigadas, por lo que considera que el Gobierno no ha exhibido una orden de aprehensión 

u orden judicial que justifique la base legal de las detenciones. 

76. El Grupo de Trabajo observa con preocupación que los habitantes de Annobón fueron 

detenidos sin una orden de arresto y sin estar en una situación de flagrancia. Por ende, 

considera que las detenciones carecen de fundamento legal y constituyen una violación del 

artículo 9 del Pacto, y son arbitrarias de acuerdo con la categoría I. 

77. Adicionalmente, la fuente informa que se mantuvo detenidos a los 37 individuos hasta 

el 12 de agosto de 2024, cuando comparecieron en el Juzgado de Instrucción núm. 2 de 

Malabo. Durante 25 días no recibieron asistencia legal y no fueron llevados ante un juez, y 

tampoco se tramitaron los habeas corpus presentados a su favor, en violación de la normativa 

interna del país, en particular del artículo 4, párrafo 1, de la Ley núm. 4/2002, de los 

artículos 496 y 497 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y del artículo 13 de la Ley 

Fundamental de Guinea Ecuatorial (Constitución nacional), que dispone que toda persona 

gozará del derecho al procedimiento de habeas corpus. 

78. El Gobierno en su respuesta no hace referencia al tiempo que los 37 individuos 

estuvieron detenidos hasta su comparecencia el 12 de agosto de 2024 en el Juzgado de 

Instrucción núm. 2 de Malabo. 

79. Como se establece anteriormente, las personas detenidas tienen derecho a ser 

informadas sin demora de los cargos que se les imputan. Si no se respetan esos 

procedimientos, una detención es arbitraria y socava profundamente la capacidad de llevar a 

cabo una defensa jurídica adecuada. 

80. Además, el Grupo de Trabajo ha manifestado anteriormente que para que una 

privación de libertad tenga base legal no basta con que exista una ley que pueda autorizar la 

detención. Los motivos de la detención deben proporcionarse inmediatamente después del 

arresto y deben incluir no solo la base legal general de la detención, sino también suficientes 

detalles fácticos que sirvan de base a la denuncia, como el acto ilícito cometido y la identidad 

de la presunta víctima13. 

81. El derecho a interponer recursos ante un tribunal para impugnar la arbitrariedad y la 

legalidad de la detención y obtener sin demora una reparación adecuada y accesible no se 

puede derogar en virtud del derecho internacional14. Según el artículo 9, párrafo 3, del Pacto, 

toda persona arrestada o detenida por un cargo penal deberá comparecer sin demora ante un 

juez para que ejerza sus funciones judiciales. Como ha señalado el Comité de Derechos 

Humanos, normalmente 48 horas son suficientes para cumplir el requisito de llevar a un 

detenido sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 

funciones judiciales después de su arresto; cualquier retraso mayor debe seguir siendo 

  

 11 Opiniones núm. 9/2019, párr. 29; núm. 46/2019, párr. 51; y núm. 59/2019, párr. 46. 

 12 Opiniones núm. 88/2017, párr. 27; núm. 3/2018, párr. 43; y núm. 30/2018, párr. 39. En los casos de 

detenciones realizadas en flagrante delito, normalmente no es posible obtener una orden judicial. 

 13 Opinión núm. 85/2021, párr. 69. 

 14 A/HRC/30/37, anexo (Principios y Directrices Básicos de las Naciones Unidas sobre los Recursos y 

Procedimientos relacionados con el Derecho de Toda Persona Privada de Libertad a Recurrir ante un 

Tribunal), principio 4, párr. 4. Véase también E/CN.4/2005/6/Add.4, párrs. 28 y 52. Véase asimismo 

la opinión núm. 15/2019, párr. 28. 

https://undocs.org/es/A/HRC/30/37
https://undocs.org/es/E/CN.4/2005/6/Add.4
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absolutamente excepcional y estar justificado por las circunstancias15. El artículo 9, párrafo 4, 

del Pacto garantiza el derecho a impugnar la legalidad de la detención ante un tribunal16. La 

supervisión judicial de la detención es una salvaguardia fundamental de la libertad personal17 

y es esencial para garantizar que la detención tenga una base legal. 

82. Teniendo en cuenta todas las alegaciones de las partes, el Grupo de Trabajo observa 

que el Gobierno no ha explicado las razones de las detenciones, ni por qué transcurrieron 

25 días hasta que los 37 detenidos comparecieran ante un juez tras sus detenciones, en contra 

también de lo dispuesto en el artículo 496 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que 

establece un plazo de 24 horas para llevar a los detenidos ante un juez, y el artículo 497 del 

mismo cuerpo legal, que otorga un plazo de 72 horas al juez para decidir sobre la detención. 

83. El Grupo de Trabajo observa que se presentaron dos recursos de habeas corpus 

durante los 25 días en que los 37 individuos se mantuvieron detenidos, a fin de poder realizar 

un control judicial de sus detenciones. Estos recursos no fueron tramitados por parte del 

órgano jurisdiccional correspondiente, en contravención de lo dispuesto en el artículo 13, 

párrafo 1 i), de la Ley Fundamental de Guinea Ecuatorial. Los recursos de habeas corpus 

tenían que haber sido resueltos en un plazo de 36 horas por el juez competente. También cabe 

tener en consideración que no se dio explicación sobre su no tramitación. El Grupo de Trabajo 

observa que no se han seguido las normas fundamentales del debido proceso, dado el tiempo 

que los 37 detenidos han permanecido en prisión siendo privados de las salvaguardias 

reconocidas por la ley, al impedírseles impugnar sin demora la legalidad de su detención 

según lo dispuesto en los artículos 3 y 9 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

84. Por tanto, y en vista de lo analizado, se han violado el artículo 9, párrafos 2, 3 y 4, del 

Pacto y los artículos 3 y 9 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. El Grupo de 

Trabajo concluye que la detención de los 37 individuos es arbitraria conforme a la categoría I. 

 b) Categoría II 

85. La fuente alega que las detenciones de los 37 individuos fueron motivadas por la 

firma, y entrega a las autoridades, del manifiesto titulado “Voz del pueblo annobonés en 

cuanto a la explosión de las dinamitas” con fecha de 17 de julio de 2024, contra el uso de 

dinamita y explosivos en la isla de Annobón. Agrega que este manifiesto se redactó y firmó 

en presencia de las autoridades de Guinea Ecuatorial que se encontraban en la isla, y era una 

actualización de una carta enviada con fecha 9 de julio de 2024 en la que habitantes de 

Annobón daban a conocer exigencias similares. La fuente informa que el Gobierno respondió 

la solicitud con detenciones masivas, tanto en la isla como en otras ciudades, de personas que 

mostraron su apoyo al contenido del manifiesto y la carta previa. 

86. El Gobierno informa que las detenciones fueron llevadas a cabo por los delitos de 

injurias, calumnias, rebelión, ejercicio abusivo de derechos fundamentales, quebrantamiento 

del orden constitucional y comisión de actos que comprometen la paz, según consta en el 

auto núm. 90/2024 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Malabo. Además, hace referencia a 

la investigación iniciada en 2022 en contra de otros tres habitantes de Annobón a raíz de la 

declaración de independencia. 

87. El Grupo de Trabajo recuerda que la libertad de expresión y de opinión son 

condiciones indispensables para el pleno desarrollo de la persona; son esenciales para 

cualquier sociedad y, de hecho, constituyen el fundamento de toda sociedad libre y 

democrática18. Además, como las reuniones pacíficas suelen tener funciones expresivas y el 

discurso político goza de especial protección como forma de expresión, se deduce que las 

reuniones con un mensaje político deberían gozar de un mayor nivel de acomodación y 

protección19. 

88. El Comité de Derechos Humanos ha señalado que la libertad de expresión incluye el 

derecho a la expresión y recepción de comunicaciones sobre toda clase de ideas y opiniones 

  

 15 Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 35 (2014), párrs. 32 y 33. 

 16 Véanse las opiniones núms. 35/2018, 9/2019, 44/2019, 45/2019 y 25/2021. 

 17 A/HRC/30/37, párr. 3. 

 18  Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 34 (2011), párr. 2. 

 19 Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 37 (2020), párr. 32. 

https://undocs.org/es/A/HRC/30/37
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que puedan transmitirse a otros, abarcando el pensamiento político, los comentarios sobre los 

asuntos propios y los públicos20. 

89. Si bien la libertad de expresión no es un derecho absoluto y puede estar sujeta a 

restricción, el Comité de Derechos Humanos ha establecido que los Estados deben procurar 

con el mayor cuidado que las leyes sobre traición y las disposiciones similares que se refieren 

a la seguridad nacional, tanto si se califican de leyes sobre secretos de Estado o sobre 

sedición, o de otra manera, estén redactadas y se apliquen de conformidad con las condiciones 

estrictas del párrafo 3 del artículo 19 del Pacto. No es compatible con el párrafo 3, por 

ejemplo, hacer valer esas leyes para suprimir información de interés público legítimo que no 

perjudica a la seguridad nacional, o impedir al público el acceso a esta información, o para 

procesar a periodistas, investigadores, ecologistas, defensores de los derechos humanos u 

otros por haber difundido esa información21. 

90. El Grupo de Trabajo considera que los actos alegados por la fuente corresponden a 

una violación del derecho de la libertad de opinión y expresión, debido a que las detenciones 

fueron motivadas por la declaración escrita realizada y firmada por habitantes de Annobón 

en contra de los hechos ocurridos en su isla y vinculados con el uso de explosivos para la 

explotación de recursos de la isla. En ese sentido, el Gobierno no ha explicado 

suficientemente de qué manera los actos de los 37 individuos atentaron contra la seguridad o 

el orden público de tal naturaleza que la detención fuera necesaria y proporcionada. 

91. La fuente alega que las detenciones de los 37 individuos fueron motivadas también 

por sus actividades contra los hechos ocurridos en la isla y su ejercicio de los derechos a la 

libertad de reunión y de asociación política, y a la participación ciudadana y política. El 

Gobierno no aborda directamente esta alegación. 

92. Tras tomar nota de las alegaciones de las partes, el Grupo de Trabajo considera que 

se ha demostrado que la detención de los 37 habitantes de Annobón también se debió al 

ejercicio de sus derechos de reunión, asociación y participación en los asuntos políticos de 

su país. No se ha demostrado que existieran preocupaciones graves para la seguridad o el 

orden público que justificaran la severa medida de detención. 

93. Además, el Grupo de Trabajo observa que las acciones de los 37 detenidos tenían 

como objetivo proteger el medio ambiente de Annobón. Según los argumentos de la fuente, 

que no fueron refutados en este punto, la empresa privada adjudicataria que utilizaba 

explosivos en Annobón pretendía explotar sus recursos minerales y abrir canteras sin ningún 

tipo de regulación ambiental. 

94. Esta descripción de los hechos lleva al Grupo de Trabajo a enfatizar que la labor de 

los defensores de los derechos humanos es esencial para el fortalecimiento de la democracia. 

Los obstáculos y limitaciones que enfrentan los defensores de los derechos humanos 

relacionados con el medio ambiente han sido de particular interés para el Grupo de Trabajo22. 

Similarmente, el Consejo de Derechos Humanos adoptó una resolución por la que reconocía 

la importancia de los defensores de los derechos humanos relacionados con el medio 

ambiente y su protección, expresaba gran preocupación por su situación en todo el mundo y 

condenaba enérgicamente todas las violaciones o abusos contra los defensores de los 

derechos humanos relacionados con el medio ambiente cometidos por actores estatales y no 

estatales, destacando que tales actos pueden violar el derecho internacional y socavar el 

desarrollo sostenible a nivel local, nacional, regional e internacional23. Se recuerda que el 

estándar de protección y revisión de la detención es mayor en los casos en que la libertad de 

expresión y opinión parece haber sido restringida, particularmente cuando en estas 

detenciones se encuentran involucrados defensores de derechos humanos24. 

95. En consecuencia, el Grupo de Trabajo considera que, a la luz de la información 

proporcionada por el Gobierno y la fuente, puede concluir que la detención y el 

encarcelamiento de los 37 individuos fueron resultado del ejercicio de sus derechos y, por lo 

  

 20 Comité de Derechos Humanos, observación general núm. 34 (2011), párr. 11. 

 21 Ibid., párr. 30. 

 22 Opinión núm. 30/2024, párr. 86. Véase también A/HRC/54/51, párrs. 55 a 58. 

 23 Resolución 40/11 del Consejo de Derechos Humanos. 

 24 Opiniones núm. 41/2017, párr. 95; núm. 88/2017; y núm. 30/2024, párr. 90. 

https://undocs.org/es/A/HRC/54/51
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tanto, representan una violación de los artículos 19, 21, 22 y 25 del Pacto y los artículos 19, 

20 y 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Por ello, las detenciones fueron 

arbitrarias de conformidad con la categoría II. 

 c) Categoría III 

96. A la luz de sus conclusiones respecto a la categoría II, el Grupo de Trabajo considera 

que no se deberían haber celebrado juicios contra los 37 individuos. Sin embargo, se iniciaron 

procedimientos contra ellos. 

97. La fuente informa que los 37 individuos fueron detenidos a partir del 19 de julio de 

2024, y se les mantuvo en esa situación durante 25 días, durante los cuales no contaron con 

asistencia legal ni fueron llevados ante un tribunal competente. La fuente agrega que durante 

la comparecencia en el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Malabo, el 12 de agosto de 2024, 

los 37 individuos no contaron con asistencia legal ni se permitió su defensa. Asimismo, el 

14 de agosto de 2024, el abogado que había presentado dos habeas corpus fue suspendido 

temporalmente para ejercer su profesión y se le prohibió entregar la venia a otros abogados 

para que le sustituyeran. 

98. En su respuesta, el Gobierno no hace referencia a la suspensión del abogado. Sin 

embargo, el Gobierno ha informado que el 27 de agosto de 2024 se proporcionó abogados de 

oficio a 27 de los individuos en consideración de la carencia de medios económicos. 

99. Respecto a las alegaciones de la fuente sobre la negativa a otorgar derecho de 

asistencia legal a los detenidos, el Grupo de Trabajo recuerda que debe garantizarse la 

asistencia letrada desde el inicio de la privación de libertad y durante todo el proceso. 

Asimismo, los sospechosos deben ser interrogados con un abogado presente, especialmente 

si se produce una confesión25. El Grupo de Trabajo observa que algunos de los 37 individuos 

permanecieron detenidos durante 25 días sin tener la posibilidad de ser asistidos por un 

abogado, e incluso fueron interrogados sin la presencia de un abogado de su confianza. El 

Grupo de Trabajo recuerda que la presencia de un abogado durante los interrogatorios es una 

salvaguardia esencial para garantizar que todo reconocimiento de un hecho que haga una 

persona se haga libremente26. 

100. En ese sentido, el Gobierno no proporciona información fehaciente sobre la puesta a 

disposición de asistencia letrada para los 37 individuos detenidos desde el 19 de julio de 

2024, limitándose a dar información sobre la asignación de asistencia letrada gratuita que 

tuvo lugar el 27 de agosto de 2024, luego de la primera audiencia en el Juzgado de Instrucción 

núm. 2 de Malabo, el 12 de agosto de 2024, y ello solo a 27 de los 37 individuos privados de 

su libertad. 

101. El Grupo de Trabajo observa que los 37 individuos obtuvieron una representación 

legal temporal que presentó los dos recursos de habeas corpus en sus nombres. El Grupo de 

Trabajo muestra preocupación por que el abogado fuera suspendido temporalmente por el 

Colegio de Abogados. El Grupo de Trabajo recuerda que los abogados deben poder 

desempeñar sus funciones con eficacia e independencia, sin miedo a represalias, injerencias, 

intimidación, obstáculos o acoso27. 

102. Respecto al juicio llevado a cabo el 12 de agosto de 2024 en el Juzgado de Instrucción 

núm. 2 de Malabo, la fuente alega que la audiencia se celebró a puerta cerrada, sin la debida 

asistencia de abogados y sin que los acusados tuvieran la oportunidad de defenderse de los 

cargos en su contra. Tras el juicio, fueron remitidos a prisión provisional. El Gobierno 

reconoce en su respuesta que la audiencia se celebró y que los 37 individuos fueron enviados 

a prisión provisional por riesgo de fuga, acusados de delitos de calumnias, injurias, ejercicio 

abusivo de derechos fundamentales, quebrantamiento del orden constitucional, comisión de 

actos que comprometen la paz y rebelión. 

103. El derecho a la asistencia letrada también es esencial para preservar el derecho a un 

juicio justo, ya que salvaguarda el principio de la igualdad de medios procesales previsto en 

  

 25 A/HRC/45/16, párrs. 51 y 53. 

 26 Ibid., párr. 53. 

 27 Ibid., párr. 54. 
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los artículos 10 y 11, párrafo 1, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y el 

artículo 14, párrafo 3 b) y d), del Pacto. El Grupo de Trabajo observa que en las actas de las 

audiencias se menciona la presencia de abogados defensores, pero sin individualizarlos ni 

especificar a quién representaban, y se reconoce que la audiencia continuó sin la debida 

defensa de 27 de los habitantes de Annobón, a los cuales, en una fecha posterior a la 

audiencia, se les asignó un abogado de oficio de forma gratuita. Así, al menos 27 de los 

37 individuos no contaron con asistencia letrada que pudiera ejercer sus derechos durante la 

audiencia. Esto constituye una violación del artículo 14 del Pacto. 

104. La fuente argumenta que el 12 de agosto de 2024 los 37 individuos fueron llevados 

de manera colectiva ante un tribunal, sin distinción de casos. En el artículo 14, párrafo 2, del 

Pacto se garantiza a toda persona acusada de un delito el derecho a que se presuma su 

inocencia hasta que se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. El Grupo de Trabajo reitera 

que los procedimientos de juicio colectivo corren el riesgo de violar las normas y estándares 

del derecho internacional de los derechos humanos, incluidos el derecho a un juicio justo y 

la presunción de inocencia28. Habiendo considerado los argumentos detallados de la fuente y 

la falta de una respuesta detallada y fundamentada del Gobierno suficiente para disipar esas 

alegaciones, el Grupo de Trabajo considera que esto constituye una violación adicional del 

derecho de los detenidos a un juicio justo, específicamente el derecho a una audiencia justa 

e igualitaria conforme a lo dispuesto en el artículo 14, párrafos 1 y 3, del Pacto. 

105. Adicionalmente, la fuente alega que los 37 individuos fueron sometidos a torturas. En 

particular, se alega que luego de su traslado a Malabo, fueron sometidos a interrogatorios en 

los que se reportaron torturas físicas y psicológicas con la finalidad de extraer confesiones e 

información que implicara a otros annoboneses. 

106. Tomando nota de las graves denuncias de la fuente de malos tratos físicos y 

psicológicos y de tortura, y del hecho de que algunos de esos malos tratos tenían la finalidad 

de obtener confesiones e información, el Grupo de Trabajo constata que el Gobierno no ha 

informado de las medidas adoptadas para investigar la veracidad de esas denuncias y 

garantizar que no se utilizara en el proceso ninguna información obtenida mediante malos 

tratos o tortura. El Grupo de Trabajo recuerda que el artículo 15 de la Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes prohíbe la utilización de 

pruebas obtenidas mediante tortura. Además, el propio Grupo de Trabajo ha declarado que 

la utilización de pruebas obtenidas mediante tortura es contraria a los principios 

fundamentales de un juicio justo, ya que puede comprometer la capacidad de una persona 

para defenderse. De conformidad con el artículo 15 de la Convención contra la Tortura y el 

artículo 14, párrafo 3 g), del Pacto, ninguna declaración obtenida mediante tortura podrá 

invocarse como prueba, ni contra quien la haya formulado ni contra un tercero, en ningún 

procedimiento. El uso de dicha prueba haría que el juicio fuese injusto. Además, la 

Convención contra la Tortura incluye la obligación de investigar con prontitud las presuntas 

violaciones y llevar a los autores ante la justicia. Por consiguiente, el Grupo de Trabajo 

concluye que ha habido una violación del artículo 14 del Pacto y del artículo 11 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos. 

107. El Grupo de Trabajo concluye que las violaciones de los derechos de los 37 individuos 

a un juicio justo y al debido proceso son de tal gravedad que confieren a la privación de 

libertad un carácter arbitrario, en violación de los artículos 10 y 11 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y los artículos 9, párrafo 3, y 14, párrafo 3, del Pacto, y se 

enmarcan en la categoría III. 

 d) Categoría V 

108. La fuente alega que los 37 individuos son habitantes de la isla de Annobón, que se 

encuentra a tres días de navegación del territorio continental del país, y que por ello cuentan 

con características étnicas, lingüísticas y culturales diferentes. Añade que las autoridades de 

Guinea Ecuatorial han invocado la existencia de una rebelión por parte de los annoboneses, 

lo que supuso la militarización de la isla. 

  

 28 Opiniones núm. 65/2019, párr. 75; núm. 9/2023, párr. 89; y núm. 43/2024, párr. 99. 
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109. El Gobierno en su respuesta no ofrece una explicación respecto a las alegaciones de 

la fuente referentes a esta categoría. 

110. El Grupo de Trabajo recuerda que una detención es arbitraria conforme a la 

categoría V cuando constituye una violación del derecho internacional por motivos de 

discriminación basada en el nacimiento, el origen nacional, étnico o social, el idioma, la 

religión, la condición económica, la opinión política o de otra índole, el sexo, la orientación, 

discapacidad o cualquier otra condición que apunte o pueda resultar en el desconocimiento 

de la igualdad de los seres humanos29. 

111. Teniendo en consideración el análisis de la categoría II, el Grupo de Trabajo resalta 

que cuando una detención es el resultado del ejercicio activo de derechos civiles y políticos, 

existe una fuerte presunción de que la detención también constituye una violación del derecho 

internacional por motivos de discriminación basada en opiniones políticas o de otra índole30. 

En este contexto, el Grupo de Trabajo hace referencia a las alegaciones presentadas por la 

fuente, no refutadas por el Gobierno, analizadas en la categoría II. 

112. La fuente afirma que los habitantes de Annobón presentan características étnicas, 

lingüísticas y culturales propias, pero también analiza cómo, desde la independencia, los 

recursos de la isla han sido explotados como vertedero internacional mediante contratos 

gubernamentales con particulares. El Gobierno no aporta pruebas de lo contrario. El Grupo 

de Trabajo observa que, además de detener a los manifestantes en julio de 2024, las 

autoridades también cortaron Internet y otras formas de comunicación utilizadas por los 

annoboneses, lo que constituyó una forma de castigo colectivo, respaldando la constatación 

de discriminación. En este contexto, el Grupo de Trabajo toma nota de la detención a gran 

escala de los 37 individuos vinculados con la declaración contra la explotación de la isla, 

todos ellos considerados relacionados con el apoyo a la población de la isla para que disfrute 

de sus derechos. 

113. El Grupo de Trabajo considera arbitraria esta detención con arreglo a la categoría V, 

por la discriminación ejercida contra los 37 annoboneses. Su detención se efectuó por la 

entrega y firma de un manifiesto en contra de las explosiones realizadas en Annobón, y por 

su posición dentro de su comunidad, en violación de los artículos 2 y 7 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y los artículos 2, párrafo 1, y 26 del Pacto. 

 e) Observaciones finales 

114. El Grupo de Trabajo está alarmado por las condiciones de detención de los 

37 individuos, que no han sido refutadas adecuadamente por el Gobierno. El Grupo de 

Trabajo recuerda que, de conformidad con el artículo 10, párrafo 1, del Pacto y las reglas 1, 

24, 27 y 118 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los 

Reclusos (Reglas Nelson Mandela), todas las personas privadas de libertad deben ser tratadas 

humanamente y con el respeto debido a su dignidad inherente, lo que incluye permitirles 

disfrutar de los mismos niveles de atención de la salud que se encuentran disponibles en la 

comunidad. 

115. Para que el Grupo de Trabajo pueda establecer un diálogo directo con todas las 

autoridades del Estado, los representantes de la sociedad civil y las personas detenidas, con 

el fin de lograr una mayor comprensión de la situación de la privación de libertad en el país, 

el Grupo de Trabajo agradecería que se le brindase la oportunidad de realizar una visita a 

Guinea Ecuatorial. 

 3. Decisión 

116. En vista de lo anterior, el Grupo de Trabajo emite la siguiente opinión: 

 La privación de libertad de los 37 annoboneses es arbitraria, por cuanto 

contraviene los artículos 2, 3, 7, 9, 10, 11, 19, 20 y 21 de la Declaración Universal de 

  

 29 Opinión núm. 30/2024, párr. 124. 

 30 Véanse las opiniones núms. 59/2019 y 7/2024. 
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Derechos Humanos y los artículos 2, 9, 14, 19, 21, 22, 25 y 26 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos, y se inscribe en las categorías I, II, III y V. 

117. El Grupo de Trabajo pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias para 

remediar la situación de los 37 annoboneses sin dilación y ponerla en conformidad con las 

normas internacionales pertinentes, incluidas las dispuestas en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

118. El Grupo de Trabajo considera que, teniendo en cuenta todas las circunstancias del 

caso, el remedio adecuado sería poner a los 37 annoboneses inmediatamente en libertad y 

concederles el derecho efectivo a obtener una indemnización y otros tipos de reparación, de 

conformidad con el derecho internacional. 

119. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que lleve a cabo una investigación exhaustiva 

e independiente de las circunstancias en torno a la privación arbitraria de libertad de los 

37 individuos y adopte las medidas pertinentes contra los responsables de la violación de sus 

derechos. 

120. El Grupo de Trabajo solicita al Gobierno que difunda la presente opinión por todos 

los medios disponibles y lo más ampliamente posible. 

 4. Procedimiento de seguimiento 

121. De conformidad con el párrafo 20 de sus métodos de trabajo, el Grupo de Trabajo 

solicita a la fuente y al Gobierno que le proporcionen información sobre las medidas de 

seguimiento adoptadas respecto de las recomendaciones formuladas en la presente opinión, 

en particular: 

 a) Si se ha puesto en libertad a los 37 individuos y, de ser así, en qué fecha; 

 b) Si se han concedido indemnizaciones u otras reparaciones a los 37 individuos; 

 c) Si se ha investigado la violación de los derechos de los 37 individuos y, de ser 

así, el resultado de la investigación; 

 d) Si se han aprobado enmiendas legislativas o se han realizado modificaciones 

en la práctica para armonizar las leyes y las prácticas de Guinea Ecuatorial con sus 

obligaciones internacionales de conformidad con la presente opinión; 

 e) Si se ha adoptado alguna otra medida para aplicar la presente opinión. 

122. Se invita al Gobierno a que informe al Grupo de Trabajo de las dificultades que pueda 

haber encontrado en la aplicación de las recomendaciones formuladas en la presente opinión 

y a que le indique si necesita asistencia técnica adicional, por ejemplo, mediante una visita 

del Grupo de Trabajo. 

123. El Grupo de Trabajo solicita a la fuente y al Gobierno que proporcionen la 

información mencionada en un plazo de seis meses a partir de la fecha de transmisión de la 

presente opinión. No obstante, el Grupo de Trabajo se reserva el derecho de emprender su 

propio seguimiento de la opinión si se señalan a su atención nuevos motivos de preocupación 

en relación con el caso. Este procedimiento de seguimiento permitirá al Grupo de Trabajo 

mantener informado al Consejo de Derechos Humanos acerca de los progresos realizados 

para aplicar sus recomendaciones, así como, en su caso, de las deficiencias observadas. 

124. El Grupo de Trabajo recuerda que el Consejo de Derechos Humanos ha alentado a 

todos los Estados a que colaboren con el Grupo de Trabajo, y les ha pedido que tengan en 

cuenta sus opiniones y, de ser necesario, tomen las medidas apropiadas para remediar la 

situación de las personas privadas arbitrariamente de libertad, y a que informen al Grupo de 

Trabajo de las medidas que hayan adoptado31. 

[Aprobada el 2 de abril de 2025] 

    

  

 31 Resolución 51/8 del Consejo de Derechos Humanos, párrs. 6 y 9. 


